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I. RESUMEN

1. El 3 de abril de 2003, 12 de mayo de 2003, 15 de diciembre de 2004, 20 de diciembre de 2004 y el 21 de enero de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión") recibió cinco peticiones presentadas por la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (en adelante "el peticionario" o “INREDH”), en las que se alegó la violación por parte de la República de Ecuador (en adelante "el Estado") de los artículos 7, 11, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana"), artículos 2 (incisos b y c), 4 (incisos b, c y f), 6 (a) y 7 (incisos a y d) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ("Convención de Belém do Pará"); y artículos 1 y 2(c) de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) en perjuicio de las señoras Tania Shasira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y Nancy Quiroga, respectivamente (“las presuntas víctimas”).
2. El peticionario alega que las presuntas víctimas fueron ilegalmente detenidas porque a la fecha de su detención cuatro de ellas se encontraban en estado de gestación; y la quinta, señora Martha Cecilia Cadena, contaba con 68 años de edad cuando fue detenida. De conformidad con la petición, en las cinco detenciones las autoridades ecuatorianas incumplieron la legislación interna que dispone que las mujeres embarazadas y personas mayores de 65 años de edad no pueden ser privadas de libertad, debiéndose sustituir la prisión preventiva por el arresto domiciliario. El peticionario alega también, que la detención es arbitraria por las condiciones en las que tuvieron que llevar su embarazo y dar a luz, así como por las condiciones carcelarias en las que viven
. Condiciones que en el caso de la señora Cadena, le causaron una afectación mental, agravada por su edad avanzada
.
3. El 18 de diciembre de 2008 las partes suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa.

4. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por los peticionarios y de la solución amistosa lograda. Habiendo revisado la conformidad de los compromisos adoptados por las partes y su cumplimiento con los principios de la Convención, la Comisión resuelve aprobar el presente informe, notificar a las partes, hacerlo público e incluirlo en el Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

5. Mediante comunicación de 23 de mayo de 2005, la Comisión Interamericana comunicó a las partes que, de conformidad con lo previsto en el artículo 29(d) de su Reglamento, se dispuso la acumulación de las peticiones P-397-03, Karina Montenegro; P-1371-04, Leonor Cristina Briones Cheme y P-87-05 Nancy Iralda Quiroga Quishpe, bajo el número P397-03. 
6. El 23 de julio de 2007, la Comisión aprobó el Informe de Admisibilidad N° 48/07, mediante el cual declaró admisible la petición a nombre de Karina Montenegro, Tania Shasira Cerón Paredes, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y Nancy Quiroga, y de sus hijos Ch.B.Q, M.A.B., y A.R.M, en relación con los  derechos reconocidos en los artículos  5, 7, 19, 24 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo instrumento, así como del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará. Mediante dicho informe se dispuso además la acumulación de las peticiones P-265-03, Tania Shasira Cerón Paredes y Martha Cecilia Cadena, P-1377-04, con lo cual se decidió tramitar las cinco peticiones en la misma cuerda procesal bajo el número de caso 12.631.
7. Con fecha de 30 de julio de 2007, la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a un acuerdo de solución amistosa. El 18 de diciembre de 2008 se firmó en Ecuador un Acuerdo de Solución Amistosa entre el Estado ecuatoriano y las señoras Tania Shasira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y Nancy Quiroga.
8. Con posterioridad, la Comisión recibió información adicional aportada por el Estado en fecha 18 de febrero y 4 de noviembre de 2009; 21 de abril de 2010; 11 de enero y 24 de marzo de 2011; 12 de marzo; 28 de septiembre; 10 de octubre y 3 de noviembre de 2012.  Los peticionarios, por su parte, remitieron información adicional que fue recibida el 8 de septiembre y 4 de noviembre de 2009;  29 de octubre de 2010; 7 de diciembre de 2011; 24 de mayo, 4 de septiembre y 3 de noviembre de 2012 y; 18 de febrero de 2013.   

9. El 4 de noviembre de 2009, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en el marco del 137º Periodo de Sesiones de la CIDH. En dicha reunión se instó al Estado a la realización de reuniones de trabajo periódicas con los representantes de las víctimas para evaluar el cumplimiento del acuerdo. Posteriormente, el 3 de noviembre de 2012, las partes sostuvieron una segunda reunión de trabajo en el marco del 146º Periodo de Sesiones de la CIDH. El 18 de febrero de 2013, la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH), solicitó a la Comisión emitir un informe de homologación del acuerdo de solución amistosa suscrito el 18 de diciembre de 2008.
III. LOS HECHOS ALEGADOS
Karina Montenegro
10. Indicó el peticionario que la señora Karina Montenegro fue detenida el 23 de mayo de 2002 de forma ilegal y arbitraria en la ciudad de Quito por miembros de la Policía Nacional y trasladada al destacamento de la INTERPOL, donde permaneció durante 7 meses.  En el momento de su detención, la señora Montenegro estaba embarazada. El 25 de mayo de 2002, el Agente Fiscal de la Unidad de delitos de Narcotráfico del Ministerio Público de Pichincha dió inicio a la instrucción fiscal. El 28 de mayo de 2002, la Jueza Décimo Octava de lo Penal de Pichincha dictó orden de prisión preventiva, y dispuso que la misma se cumpliera en el  Centro de Rehabilitación. El 5 de junio de 2002, la Jueza considerando el evidente embarazo de la señora Montenegro, revocó la orden de prisión preventiva y la sustituyó por el arresto domiciliario. El 6 de junio de 2002 se comunicó al Teniente Coronel Juan Francisco Sosa, Jefe de la Oficina Antinarcóticos de Pichincha, para que diera cumplimiento a la disposición de la Jueza, sin embargo esta autoridad nunca ejecutó la orden.
11. Sostuvo que INREDH interpuso un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde de la ciudad de conformidad con lo dispuesto en el Art. 93 de la Constitución Política, alegando una detención ilegal, por haberse contrariado lo establecido en el artículo 58 del Código Penal, por no haber puesto a la señora Montenegro a disposición de un juez competente en forma inmediata y por no darse cumplimiento a la orden de la jueza de sustitución de la detención preventiva de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal.
 
12. Relató que la Alcaldía negó el recurso, sin analizar los elementos de arbitrariedad e ilegalidad, con base en la independencia judicial y la no interferencia de organismos estatales en los órganos de la función judicial. Dicha resolución fue apelada ante el Tribunal Constitucional, que el 14 de noviembre de 2002 revocó la resolución de la Alcaldía, concedió el recurso de hábeas corpus, llamó la atención al jefe antinarcóticos por incumplir la orden de la jueza, y ordenó sustituir la detención preventiva por el arresto domiciliario. Tras permanecer 7 meses en los calabozos de la INTERPOL, el 27 de diciembre de  2002, la señora Montenegro fue trasladada al Centro de Rehabilitación, una vez nació su  hijo. Hasta el año 2007, según información presentada por el peticionario el 12 de mayo de ese año, Karina Montenegro, continuaba detenida sin que se hiciera efectivo el beneficio de detención domiciliaria a su favor a pesar de existir la orden judicial respectiva.
Tania Shasira Cerón Paredes
13. Sostuvo el peticionario que el 5 de julio de 2002, la señora Tania Shasira Cerón Paredes fue detenida ilegal y arbitrariamente en la ciudad de Quito por miembros de la Policía Nacional y trasladada al destacamento policial de la INTERPOL, donde permaneció durante 7 días. Al momento de su detención, se encontraba en el quinto mes de embarazo. El 8 de julio de 2002, el Juez Primero de lo Penal de Pichincha se avocó al conocimiento del inicio de la instrucción fiscal por tenencia ilegal de drogas, y ordenó la prisión preventiva. El 12 de julio de 2002, la señora Cerón fue trasladada al Centro de Rehabilitación Social Femenino de Quito (en adelante “el Centro de Rehabilitación”), donde dio a luz. El 30 de julio de 2002, el Juez ordenó la sustitución de la prisión preventiva por el arresto domiciliario de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal, pero la agencia policial desacató la orden. 
14. El peticionario señaló que el 5 de septiembre de 2002, el INREDH presentó un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde de la ciudad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Constitución Política. El recurso fue fundado por el peticionario en que había una detención ilegal por haberse contrariado lo establecido en el artículo 58 del Código Penal; porque la detenida no fue puesta a órdenes  de un juez competente en forma inmediata; y debido a que permaneció sin fórmula de juicio por más de 24 horas. Mediante resolución de 17 de septiembre de 2002 el recurso fue declarado improcedente, sin que se analizaran los elementos de ilegalidad y arbitrariedad, con base en la independencia judicial; y por haber ordenado el juez el arresto domiciliario sin revocar la detención preventiva. La resolución fue apelada ante el Tribunal Constitucional, cuya Primera Sala decidió confirmar la resolución del Alcalde y exhortar al Juez que “ordene el inmediato cumplimiento de la medida cautelar de arresto domiciliario dictada con fecha 30 de julio de 2002. La resolución del Tribual Constitucional, dictada el 2 de octubre de 2002, consideró que el juez había sustituido la prisión preventiva por el arresto domiciliario, cumpliendo con el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal, pero no constaba en el expediente que la señora Cerón hubiera salido de la cárcel. Alega el peticionario, que de esta manera la señora Cerón no tuvo acceso a un recurso efectivo.
15. Relató el peticionario que ante la negativa de cumplir la orden del Tribunal Constitucional, el INREDH presentó un escrito en que solicitó al juez que ordenara el inmediato cumplimiento de la resolución del Tribunal Constitucional, pese a lo cual nunca fue cumplida. Hasta el año 2007, según información presentada por el peticionario el 12 de mayo de ese año, Tania Shasira Cerón Paredes continuaba detenida sin que se hiciera efectivo el beneficio de detención domiciliaria a su favor a pesar de existir la orden judicial respectiva. Mediante la misma comunicación, el peticionario informó que desconocía el centro de detención donde se encontraba la misma.
Leonor Briones
16. Indicó el peticionario que el 15 de noviembre de 2003, la señora Leonor Cristina Briones Cheme fue detenida en la ciudad de Quito  por miembros de la Policía Antinarcóticos de Pichincha y fue trasladada a los calabozos de dicha dependencia. Al momento de su detención estaba embarazada. 
17. El peticionario sostuvo que el 16 de noviembre de 2003, se inició la etapa de instrucción fiscal por el delito de tenencia y posesión ilícita de estupefacientes. El 18 de noviembre de 2003, el Juez Cuarto de lo Penal de Pichincha dictó orden de prisión preventiva, pese al embarazo de la señora Briones, quien fue ingresada al Centro de Rehabilitación el 16 de diciembre de 2003.
18. Alegó que el 26 de abril de 2004, INREDH interpuso un hábeas corpus ante el Alcalde metropolitano de Quito. En la audiencia, celebrada el 3 de mayo de 2004, se solicitó la libertad de la señora Briones. Mediante resolución de 5 de mayo de 2004, considerando el Art. 199 de la Constitución referido a la independencia judicial, se decidió negar el recurso y mantener la medida “emitida por autoridad competente en legal y debida forma, en contra de la recurrente, atento al estado de la causa, es el juez que tiene conocimiento de la misma el responsable de su situación procesal”. Se presentó apelación ante el Tribunal Constitucional, cuya Primera Sala mediante resolución de 6 de julio de 2004, considerando que el juez es “la autoridad competente, conforme a derecho, para disponer la sustitución de la prisión preventiva”, resolvió confirmar la resolución de alcaldía y exhortar al juez que cumpla con el art. 171 del Código de Procedimiento Penal.
19. Sostuvo que el 11 de mayo de 2004, el Juez sustituyó la prisión preventiva por el arresto domiciliario, sin embargo y pese a que se ofició al Jefe Provincial de la Policía Judicial de Pichincha para que se dé cumplimiento a la orden, la medida nunca fue cumplida. Hasta el año 2007, según información presentada por el peticionario el 12 de mayo de ese año, Leonor Briones continuaba detenida sin que se hiciera efectivo el beneficio de detención domiciliaria a su favor a pesar de existir la orden judicial respectiva.
Martha Cecilia Cadena
20. El peticionario informó que el 3 de mayo de 2004, la señora Martha Cecilia Cadena, fue detenida en la ciudad de Quito por la Policía Antinarcóticos de Pichincha por haber incurrido en el delito flagrante de tenencia de estupefacientes. Al momento de su detención tenía sesenta y ocho años de edad. Del 3 al 6 de mayo de 2004, fue mantenida en los calabozos de la INTERPOL, sin haber sido llevada a órdenes de juez competente. El 4 de mayo de 2004, el Fiscal Distrital de la Unidad Antinarcóticos de Pichincha dio inicio a la etapa de instrucción y solicitó al Juez disponer la orden de prisión preventiva.
21. Indicó también que el 5 de mayo de 2004, INREDH interpuso recurso de hábeas corpus ante la Alcaldía. En la audiencia celebrada el 10 de mayo de 2004, se solicitó la inmediata libertad de la señora Cadena. En resolución de Alcaldía de la misma fecha, en consideración de que “ el señor Juez Octavo de lo Penal de Pichincha que conoce la causa, como órgano de la Función Judicial con la debida competencia para hacerlo, debe pronunciarse sobre la medida cautelar de la prisión preventiva que pesa sobre la recurrente, por cuanto es quien debe resolver su situación procesal (...)”, y del artículo 199 de la Constitución sobre la independencia de la función judicial, se decidió negar el recurso por improcedente.
22. Señaló que el 6 de mayo de 2004, el Juez Octavo de lo Penal de Pichincha se avocó al conocimiento de la causa por los delitos de tráfico, tenencia y posesión ilícita de estupefacientes, dictando orden de prisión preventiva. En esa fecha fue trasladada al Centro de Rehabilitación.
23. Relató el peticionario que dentro del proceso penal en su contra, la señora Cadena solicitó su arresto domiciliario al juez de la causa el 18 de mayo de 2004, reiterándolo el 19 de mayo de 2004.
24. Sostuvo que el 31 de mayo de 2004, el Juez de la causa sustituyó la detención preventiva por el arresto domiciliario. Mediante oficio Nº 631-2004-JOPP de 1 de junio de 2004, dirigido al jefe de la policía judicial de Pichincha, se le indicó que cumpliera con lo dispuesto, para que la señora Cadena cumpliera su arresto domiciliario en el lugar identificado por ella, ubicado en el Comité del Pueblo No. 1, Barrio La Paz.
25. El peticionario informó que el 11 de junio de 2004, INREDH apeló la resolución de Alcaldía ante el Tribunal Constitucional, que mediante resolución de 28 de julio de 2004, considerando que “(...) los jueces pueden ordenar como medida cautelar la prisión preventiva, pero al constatar la edad del imputado, imperativamente se debe aplicar como alternativa el arresto domiciliario como lo señala el artículo 171 del Código de Procedimiento penal. En la especie, se ha demostrado ante la Alcaldía con la presentación de la partida de nacimiento, que la imputada Martha Cecilia Cadena tiene a la fecha sesenta y ocho años y que por esa razón legal, el Juez de la causa en atención a este particular, debió ordenar el arresto domiciliario como medida cautelar y no la prisión preventiva, como en el presente caso ha ocurrido”, y resolvió confirmar la resolución de Alcaldía y negar el recurso de hábeas corpus, así también oficiar al Juez de la causa a efecto de que tome las medidas pertinentes a fin de que como medida sustitutiva  de la prisión preventiva, ordene el arresto domiciliario. 

26. Según información presentada por el peticionario el 12 de mayo de 2007, Martha C. Cadena salió libre este mismo año al cumplir los derechos de pre-libertad.
Nancy Quiroga
27. El peticionario informó que el 25 de diciembre de 2003, la señora Nancy Iralda Quiroga Quishpe fue detenida en la ciudad de Quito por los guías penitenciarios del Centro de Rehabilitación de Varones Nº 1, cuando trataba de ingresar a visitar a un detenido, acusada de tenencia y posesión ilícita de cocaína. Al momento de su detención se encontraba embarazada.
 
28. Relató que el 26 de diciembre de 2003, se dio inició a la etapa de instrucción fiscal por el presunto delito de tenencia y posesión ilícitas de sustancias estupefacientes, solicitando al Juez, disponga la orden de prisión preventiva. El 29 de diciembre de 2003, la Jueza Séptima de lo Penal de Pichincha dictó auto de prisión preventiva. 
29. Indicó el peticionario que el 6 de mayo de 2004, INREDH interpuso un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde metropolitano de Quito. En la audiencia, se solicitó la inmediata libertad de la señora Quiroga y se presentó el informe médico correspondiente. El Alcalde, mediante resolución de 10 de mayo de 2004, considerando el Art. 199 de la Constitución Política referido a la independencia judicial y “(...) manteniéndose la medida cautelar de prisión preventiva, emitida por autoridad competente en legal y debida forma, en contra de la recurrente, atento al estado de las causas, son los Jueces competentes que tienen conocimiento de las mismas los responsables de su situación procesal (...)”, decidió negar el recurso de hábeas corpus por improcedente.
30. Sostuvo que en la audiencia preliminar del proceso penal ante el Juzgado Séptimo, realizada el 17 de mayo de 2004, la señora Quiroga ratificó su embarazo y solicitó el arresto domiciliario.
31. Informó que INREDH presentó recurso de apelación de la decisión del Alcalde ante el Tribunal Constitucional, que en resolución de 21 de julio de 2004 consideró lo siguiente:
OCTAVO.- A fojas 14 y 15 de los autos constan los resultados del estudio ecografía pélvica que se realizó a la ciudadana Nancy Quiroga Quishpe, en donde se advierte un embarazo de 10 semanas a la fecha de los resultados. Esta prueba científica demuestra que la afectada se encuentra efectivamente en estado de embarazo, por lo que el juez de la causa debió aplicar el arresto domiciliario como medida cautelar y no la prisión preventiva, de modo que se torna en ilegal su internamiento en un centro de detención provisional o de rehabilitación social.
Decidió confirmar la Resolución de la Alcaldía, negando el recurso, y exhorta “al juez de la causa a efecto de que arbitre las medidas pertinentes a fin de que como medida sustitutiva de la prisión preventiva, ordene el arresto domiciliario”.
32. Relató el peticionario que el 18 de mayo de 2004, ante el evidente embarazo de la detenida, la Jueza de la causa dictó orden de arresto domiciliario, que fue comunicada a la Directora del Centro de Rehabilitación, sin embargo no fue cumplida.
33. Agregó que el 21 de mayo de 2004, la Fiscal de la Unidad Antinarcóticos de Pichincha, apeló la resolución de sustitución de detención preventiva, por no estar de acuerdo  con la sustitución y por no haberse justificado el estado de gestación de la señora Quiroga. La Segunda Sala de la Corte Superior de Quito, el 26 de agosto de 2004, resolvió que “carec[ía]de competencia para conocer el asunto subido indebidamente en grado, por lo que se dispone se devuelva el proceso a la señora Jueza de primer nivel”. Hasta el año 2007, según información presentada por el peticionario el 12 de mayo de ese año, Nancy Quiroga continuaba detenida.
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34. El 18 de diciembre de 2008, Luis Angel Saavedra, presidente de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH), en representación de las víctimas y; Rafael Parreño Navas, Procurador General del Estado, en representación del Estado de Ecuador, suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa en los siguientes términos:

ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 

ENTRE EL ESTADO ECUATORIANO Y LOSREPRESENTANTES DE 

LAS VICTIMAS DEL CASO12.631 ANTE LA COMISION 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

I

COMPARECIENTES

 Comparecen a la celebración del presente acuerdo de solución amistosa:

Por una parte, el doctor Rafael Parreño Navas, Procurador General del Estado, Subrogante, según se desprende del nombramiento y acta de posesión que se adjuntan al presente como documentos habilitantes.

Por otra parte, comparecen el licenciado Luis Angel Saavedra, presidente de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos -INREDH, como se desprende del nombramiento que se adjunta al presente documento y en representación de Tania Shasira Cerón Paredes, Karina de Lourdes Montenegro Lema, Leonor Cristina Briones Cheme, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Iralda Quiroga Quizhpe mediante Poder Especial, mismo que se adjunta al presente acuerdo.

II

ANTECEDENTES
El Estado ecuatoriano, a través de la Procuraduría General del Estado, en su afán de promover y proteger los derechos humanos, y considerando la importancia que representan para la vigencia del sistema democrático, inicio un nuevo proceso dentro de la evolución de los derechos humanos del Ecuador.

El Estado ecuatoriano, en estricto cumplimiento de sus obligaciones adquiridas con la ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y consciente que toda violación a una violación internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo íntegramente, conjuntamente con Licenciado Luis Angel Saavedra, presidente de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos -INREDH-, en representación de las victimas, han resuelto suscribir el presente acuerdo de solución amistosa de conformidad a lo establecido en los artículos 48.1 literal f) y 49 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y el articulo 45 del Reglamento de la Comisión Interamericana.

III

HECHOS DEL CASO

a) Tania Shasira Cerón Paredes
El 5 de julio de 2002, la señora Tania Shasira Cerón Paredes fue detenida ilegal y arbitrariamente en la ciudad de Quito por miembros de la Policía Nacional y trasladada al destacamento policial de la INTERPOL, donde permaneció durante 7 días. Al momento de su detención, se encontraba en el quinto mes de embarazo. El 8 de julio de 2002, el Juez Primero de lo Penal de Pichincha se avocó al conocimiento del inicio de la instrucción fiscal por tenencia ilegal de drogas, y ordenó la prisión preventiva. El 12 de julio de 2002, la señora Cerón fue trasladada al Centro de Rehabilitación Social Femenino de Quito (en adelante “el Centro de Rehabilitación”), donde alumbro el 3 de diciembre de 2002 a la niña María Fernanda Riano Cerón. 30 de julio de 2002, el Juez ordenó la sustitución de la prisión preventiva por el arresto domiciliario de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal, pero la agencia policial desacató la orden. 
El 5 de septiembre de 2002 INREDH presentó un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde de la ciudad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Constitución Política de 1998. El recurso fue fundado por el peticionario en que había una detención ilegal por haberse contrariado  lo establecido en el artículo 58 del Código Penal; porque la detenida no fue puesta a órdenes  de un juez competente en forma inmediata; y debido a que permaneció sin fórmula de juicio por más de 24 horas.  Mediante resolución de 17 de septiembre de 2002 el recurso fue declarado improcedente, sin que se analizaran los elementos de ilegalidad y arbitrariedad, con base en la independencia judicial; y por haber ordenado el juez el arresto domiciliario sin revocar la detención preventiva.

La resolución fue apelada ante el Tribunal Constitucional, cuya Primera Sala decidió confirmar la resolución del Alcalde y exhortar al Juez que “ordene el inmediato cumplimiento de la medida cautelar de arresto domiciliario dictada con fecha 30 de julio de 2002.  La resolución del Tribual Constitucional, dictada el 2 de octubre de 2002, consideró que el juez había sustituido la prisión preventiva por el arresto domiciliario, cumpliendo con el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal,  pero no constaba en el expediente que la señora Cerón hubiera salido de la cárcel.  Alega el peticionario, que de esta manera la señora Cerón no tuvo acceso a un recurso efectivo.
Ante la negativa de cumplir la orden del Tribunal Constitucional, INREDH presentó un escrito en que solicitó al juez que ordenara el inmediato cumplimiento de la resolución del Tribunal Constitucional, pese a lo cual nunca fue cumplida. Actualmente la señora Cerón no se encuentra  en el Centro de Rehabilitación.

b) Karina de Lourdes Montenegro Lema
La señora Karina de Lourdes Montenegro fue detenida el 23 de mayo de 2002 de forma ilegal y arbitraria en la ciudad de Quito por miembros de la Policía Nacional y trasladada al destacamento de la INTERPOL, donde permaneció durante 7 meses. En el momento de su detención, la señora Montenegro estaba embarazada. El 25 de mayo de 2002, el Agente Fiscal de la Unidad de delitos de Narcotráfico del Ministerio Público de Pichincha dio inicio a la instrucción fiscal. El 28 de mayo de 2002, la Jueza Décimo Octava de lo Penal de Pichincha dictó orden de prisión preventiva, y dispuso que la misma se cumpliera en el Centro de Rehabilitación. El 5 de junio de 2002, la Jueza considerando el evidente embarazo de la señora Montenegro, revocó la orden de prisión preventiva y la sustituyó por el arresto domiciliario. El 6 de junio de 2002 se comunicó al Teniente Coronel Juan  Francisco Sosa, Jefe de la Oficina Antinarcóticos de Pichincha,  para que diera cumplimiento a la disposición de la Jueza, sin embargo esta autoridad nunca ejecutó la orden.
Con fecha de 18 de agosto de 2002 la señora Karina Montenegro alumbro a la niña Alison Nicol Ramos Montenegro.

INREDH interpuso un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde de la ciudad de conformidad con lo dispuesto en el Art. 93 de la Constitución Política, alegando una detención ilegal, por haberse contrariado lo establecido en el artículo 58 del Código Penal,  por no haber puesto a la señora Montenegro a disposición de un juez competente en forma inmediata y por no darse cumplimiento a la orden de la jueza de sustitución de la detención preventiva de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal.
La Alcaldía negó el recurso, sin analizar los elementos de arbitrariedad e ilegalidad, con base en la independencia judicial y la no interferencia de organismos estatales en los órganos de la función judicial. Dicha resolución fue apelada ante el Tribunal Constitucional, que el 14 de noviembre de 2002 revocó la resolución de la Alcaldía, concedió el recurso de hábeas corpus, llamó la atención al jefe antinarcóticos por incumplir la orden de la jueza, y ordenó sustituir la detención preventiva por el arresto domiciliario. Tras permanecer 7 meses en los calabozos de la INTERPOL, el 27 de diciembre de 2002, la señora Montenegro fue trasladada al Centro de Rehabilitación, Actualmente se encuentra en la etapa de prelibertad.

c) Leonor Cristina Briones Cheme
El 15 de noviembre de 2003, la señora Leonor Cristina Briones Cheme fue detenida en la ciudad de Quito  por miembros de la Policía Antinarcóticos de Pichincha y fue trasladada a los calabozos de dicha dependencia. Al momento de su detención estaba embarazada.
El 16 de noviembre de 2003, se inició la etapa de instrucción fiscal por el delito de tenencia y posesión ilícita de estupefacientes. El 18 de noviembre de 2003 el Juez Cuarto de lo Penal de Pichincha dictó orden de prisión preventiva, pese al embarazo de la señora Briones, quien fue ingresada al Centro de Rehabilitación el 16 de diciembre de 2003.
El 26 de abril de 2004, INREDH interpuso un hábeas corpus ante el Alcalde metropolitano de Quito. En la audiencia, celebrada el 3 de mayo de 2004, se solicitó la libertad de la señora Briones. Mediante resolución de 5 de mayo de 2004, considerando el Art. 199 de la Constitución referido a la independencia judicial, se decidió negar el recurso y mantener la medida “emitida por autoridad  competente  en legal y debida forma, en contra de la recurrente, atento al estado de la causa, es el juez que tiene conocimiento  de la misma el responsable de su situación procesal”. Se presentó apelación ante el Tribunal Constitucional, cuya Primera Sala mediante resolución de 6 de julio de 2004, considerando que el juez es “la autoridad competente, conforme a derecho, para disponer la sustitución de la prisión preventiva”, resolvió confirmar la resolución de alcaldía y exhortar al juez que cumpla con el art. 171 del Código de Procedimiento Penal.
El 11 de mayo de 2004, el Juez sustituyó la prisión preventiva por el arresto domiciliario, sin embargo y pese a que se ofició al Jefe Provincial de la Policía Judicial de Pichincha para que se dé cumplimiento a la orden, la medida nunca fue cumplida. La señora Leonor Cristina Briones alumbro a su hijo Marco Antonio Briones Cheme el 16 de julio de 2004. Actualmente la señora Leonor Cristina Briones continua detenida, su hijo de 2 anos y 10 meses, tuvo que ser separado de ella, porque se enfermo debido a la comida que recibía en el Centro de Rehabilitación.

d) Martha Cecilia Cadena
El 3 de mayo de 2004, la señora Martha Cecilia Cadena, fue detenida en la ciudad de Quito por la Policía Antinarcóticos de Pichincha por haber incurrido en el delito flagrante de tenencia de estupefacientes. Al momento de su detención tenía sesenta y ocho años de edad. Del 3 al 6 de mayo de 2004, fue mantenida en los calabozos de la INTERPOL, sin haber sido llevada a órdenes de juez competente. El 4 de mayo de 2004, el Fiscal Distrital de la Unidad Antinarcóticos de Pichincha dio inicio a la etapa de instrucción  y solicitó al Juez disponer la orden de prisión preventiva.
El 5 de mayo de 2004, INREDH interpuso recurso de hábeas corpus ante la Alcaldía. En la audiencia celebrada el 10 de mayo de 2004, se solicitó la inmediata  libertad de la señora Cadena. En resolución de Alcaldía de la misma fecha, en consideración de que “ el señor Juez Octavo de lo Penal de Pichincha que conoce la causa, como órgano de la Función Judicial con la debida competencia para hacerlo, debe pronunciarse sobre la medida cautelar de la prisión preventiva que pesa sobre la recurrente, por cuanto es quien debe resolver su situación procesal (...)”,y del artículo 199 de la Constitución sobre la independencia de la función judicial, se decidió negar el recurso por improcedente. 
El 6 de mayo de 2004, el Juez Octavo de lo Penal de Pichincha se avocó al conocimiento de la causa por los delitos de tráfico, tenencia y posesión ilícita de estupefacientes, dictando orden de prisión preventiva. En esa fecha fue trasladada al Centro de Rehabilitación, actualmente se encuentra en la fase de prelibertad.
Dentro del proceso penal en su contra, la señora Cadena  solicitó su arresto domiciliario al juez de la causa el 18 de mayo de 2004, reiterándolo el 19 de mayo de 2004.
El 31 de mayo de 2004, el Juez de la causa sustituyó la detención preventiva por el arresto domiciliario. Mediante oficio Nº 631-2004-JOPP de 1 de junio de 2004, dirigido al Jefe de la Policía Judicial de Pichincha, se le indicó que cumpliera con lo dispuesto, y que la señora Cadena cumpla su arresto domiciliario en el lugar identificado por ella, ubicado en el Comité del Pueblo No. 1, Barrio La Paz.
El 11 de junio de 2004, INREDH apeló la resolución de Alcaldía ante el Tribunal Constitucional, que mediante resolución de 28 de julio de 2004, considerando que “(...) los jueces pueden ordenar como medida cautelar la prisión preventiva, pero al constatar la edad del imputado, imperativamente se debe aplicar como alternativa el arresto domiciliario  como lo señala el artículo 171 del Código de Procedimiento penal. En la especie, se ha demostrado ante la Alcaldía con la presentación de la partida de nacimiento, que la imputada Martha Cecilia Cadena tiene a la fecha  sesenta y ocho años y que por esa razón legal, el Juez de la causa en atención a este particular, debió ordenar el arresto domiciliario como medida cautelar y no la prisión preventiva, como en el presente caso ha ocurrido”, resolvió confirmar la resolución de Alcaldía y negar el recurso de hábeas corpus, así también oficiar al Juez de la causa a efecto de que tome las medidas pertinentes a fin de que como medida sustitutiva  de la prisión preventiva, ordene el arresto domiciliario.
Dentro del proceso penal, el 28 de junio de 2004, la señora Cadena reiteró el pedido de que se oficie al Jefe de la Policía Judicial de Pichincha para dar cumplimiento a la orden judicial. El 29 de junio de 2004, el Juez reiteró la orden de sustitución  y el pedido a la Policía Judicial mediante oficio Nº 830-JOPP-2004.
Mediante oficio Nº 2132-JPAP-04 dirigido al Juez Octavo Penal de Pichincha, de 23 de julio de 2004, el Jefe de Antinarcóticos de Pichincha, señaló que el domicilio de la señora Cadena: (...) no cuenta con los servicios básicos elementales, ni presta las medidas de seguridad necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto (...)” y que las condiciones del domicilio señalado “daría paso a que los policías designados  para la vigilancia corran el riesgo de incurrir en lo dispuesto en el Art. 79 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Sicotrópicas, por las precarias condiciones de infraestructura, sanitarias, seguridad, etc. (...).
El Juez, mediante providencia de 9 de agosto de 2004, dispuso que la imputada determine otro domicilio que cumpla con las garantías suficientes para sustituir la detención preventiva por el arresto domiciliario. Pese a las órdenes judiciales de sustitución de la detención preventiva, estas no han sido cumplidas por la Policía Judicial.
La señora Cadena, evidencia rasgos de deterioro mental, en entrevista que tuvo con el equipo de INREDH afirmó no entender lo que sucedía, mostró incoherencias en sus ideas y forma de hablar, y finalmente solicitó la asistencia de otra interna, quien comentó que muchas veces “oye y entiende cosas y luego no se (sabe) que sucede pues se le olvidan totalmente”.
El 18 de enero de 2007, INREDH presentó una solicitud a la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, a fin de que se realizara una evaluación médica de las condiciones de la señora Cadena, sin recibir respuesta hasta el momento.
e) Nancy Iralda Quiroga Quizhpe
El 25 de diciembre de 2003, la señora Nancy Iralda Quiroga Quishpe fue detenida en la ciudad de Quito por los guías penitenciarios del Centro de Rehabilitación de Varones Nº 1, cuando trataba de ingresar a visitar a un detenido, acusada de tenencia y posesión ilícita de cocaína. Al momento de su detención se encontraba embarazada.
El 26 de diciembre de 2003, se dio inició a la etapa de instrucción fiscal por el presunto delito de tenencia y posesión ilícitas de sustancias estupefacientes, solicitando al Juez, disponga la orden de prisión preventiva. El 29 de diciembre de 2003, la Jueza Séptima de lo Penal de Pichincha dictó auto de prisión preventiva. 
El 6 de mayo de 2004, INREDH interpuso un recurso de hábeas corpus ante el Alcalde metropolitano de Quito. En la audiencia, se solicitó la inmediata libertad de la señora Quiroga y se presentó el informe médico correspondiente. El Alcalde, mediante resolución de 10 de mayo de 2004, considerando el Art. 199 de la Constitución Política referido a la independencia judicial y “(...) manteniéndose la medida cautelar de prisión preventiva, emitida por autoridad competente en legal y debida forma, en contra de la recurrente, atento al estado de las causas, son los Jueces  competentes que tienen conocimiento de las mismas los responsables de su situación procesal (...)”, decidió negar el recurso de hábeas corpus por improcedente.
En la audiencia preliminar del proceso penal ante el Juzgado Séptimo, realizada el 17 de mayo de 2004, la señora Quiroga ratificó su embarazo y solicitó el arresto domiciliario.
INREDH presentó recurso de apelación de la decisión del Alcalde ante el Tribunal Constitucional, que en resolución de 21 de julio de 2004 consideró lo siguiente: OCTAVO.- A fojas 14 y 15 de los autos constan los resultados del estudio ecografía pélvica que se realizó a la ciudadana Nancy Quiroga Quishpe, en donde se advierte un embarazo de 10 semanas a la fecha de los resultados. Esta prueba científica demuestra que la afectada se encuentra efectivamente en estado de embarazo, por lo que el juez de la causa debió aplicar el arresto domiciliario como medida cautelar y no la prisión preventiva, de modo que se torna en ilegal su internamiento en un centro de detención provisional o de rehabilitación social.
 
Decidió confirmar la Resolución de la Alcaldía, negando el recurso, y  exhorta “al juez de la causa a efecto de que arbitre las medidas pertinentes a fin de que como medida sustitutiva de la prisión preventiva, ordene el arresto domiciliario”.
El 18 de mayo de 2004, ante el evidente embarazo de la detenida, la Jueza de la causa dictó orden de arresto domiciliario, que fue comunicada a la Directora del Centro de Rehabilitación, sin embargo no fue cumplida.
El 21 de mayo de 2004, la Fiscal de la Unidad Antinarcóticos de Pichincha, apeló la resolución de sustitución de detención preventiva, por no estar de acuerdo  con la sustitución y por no haberse justificado el estado de gestación de la señora Quiroga. La Segunda Sala de la Corte Superior de Quito, el 26 de agosto de 2004, resolvió “carec[er] de competencia para conocer el asunto subido indebidamente en grado, por lo que se dispone se devuelva el proceso a la señora Jueza de primer nivel”. El 3 de septiembre de 2004 la señora Quiroga alumbro a la niña Chanel Carolina Quiroga Quizhpe. La señora Quiroga sigue recluida en el Centro de Rehabilitación.
IV

RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL ESTADO

De acuerdo a los antecedentes en razón de la causa, el acervo probatorio aportado dentro del proceso y en razón de la Comisión Interamericana declaro admisible la petición No. 12631 por violación de los artículos 7 (derecho a la libertad personal), articulo 25 (protección judicial, articulo 5 (integridad personal) y articulo 19 (derechos de los niños) de la Convención Americana; y, de los artículos 7 (deber de adoptar medidas de orden interno) y del articulo 4(b) (derecho de la mujer a que se respete su integridad física, psíquica y moral) de la Convención Belém do Para en prejuicio de Tania Shaecira [sic]  Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga, y de sus hijos e hijas nacidas mientras se encontraban detenidas.

Con fecha 30 de julio de 2007, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa; conforme al art. 48 (1) (f) de la Convención Americana de Derechos Humanos.

En razón de lo dicho, por una parte el Estado ecuatoriano a través del Procurador General del Estado y por otra las señoras Tania Shaecira [sic] Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga han decidido suscribir el presente acuerdo de solución amistosa

a) Derecho a la libertad personal (articulo 7 de la Convención Americana de Derechos Humanos)

El Estado ecuatoriano reconoce que en todo estado constitucional de derechos se deben hacer distinciones legales que permitan la mayor protección a grupos vulnerables como son los niños, niñas, personas adultas mayores y mujeres embarazadas. Con este fin, el legislador ecuatoriano dicto normas que prohíben: 

(i) Que se dicte prisión preventiva a las personas, a las mujeres embarazadas, artículo 171 del Código de Procedimiento Penal que señala: Cualquiera fuere el delito, la prisión preventiva será sustituida por el arresto domiciliario en todos los casos en que el imputado o acusado […] se trate de una mujer embarazada y hasta noventa días después del parto. En el mismo sentido el artículo 58 del Código Penal prescribe: Ninguna mujer embarazada podrá ser privada de su libertad, ni será notificada con sentencia que le imponga penas de prisión o de reclusión, sino 90 días después del parto.

(ii) Que las mujeres embarazadas sentenciadas cumplan su pena en un centro de rehabilitación social, articulo Art. 23 del Código de la Niñez y la Adolescencia que señala: Se sustituirá la aplicación de penas y medidas privativas de libertad a la mujer embarazada hasta noventa días después del parto, debiendo el Juez disponer las medidas cautelares que sean del caso.

(iii) Que se dicte prisión preventiva a las personas que hayan cumplido mas de 65 anos, articulo 171 del Código de Procedimiento Penal que señala que: Cualquiera fuere el delito, la prisión preventiva será sustituida por el arresto domiciliario en todos los casos en que el imputado o acusado sea una persona mayor de sesenta y cinco anos de edad […].

(iv) Que las personas mayores de 60 años sentenciadas cumplan su pena en un centro de rehabilitación social, en ese sentido el articulo 57 del Código Penal señala que: No se interpondrá pena de reclusión al mayor de sesenta anos, […]. El que en tal edad cometiere un delito reprimido con reclusión, cumplirá el tiempo de la condena en un establecimiento destinado a prisión correccional. Si hallándose ya en reclusión cumpliere sesenta anos, pasara a cumplir su condena en una casa de prisión, conforme al inciso anterior. Lo mismo podrán resolver los jueces respecto de las personas débiles o enfermas.

Por las consideraciones anteriores, el Estado ecuatoriano ha violado el derecho a la libertad personal (articulo 7 de la CADH en relación con el articulo 1.1 de la CADH) de Tania Shaecira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga: a)cuando el fiscal de cada causa no se abstuvo de solicitar la medida de prisión preventiva al conocer las condición de embarazo de las solicitantes; b)cuando el juez de cada causa no reviso el expediente y ordeno la medida de arresto domiciliario en lugar de la prisión preventiva solicitada por el fiscal; c) cuando el Centro de Rehabilitación Social no informa inmediatamente al juez de la causa que: (i) una mujer se encuentra embarazada para que le sustituya la pena impuesta o (ii) que una persona detenida ha cumplido los 60 años de edad para que sea trasladada a un centro de prisión correccional o casa de prisión; c) cuando la policía nacional no ejecuta la orden de arresto domiciliario dictado por el juez por presuntos motivos de seguridad o de la condición económica de la beneficiaria.

b) Derecho a la protección judicial (articulo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos)

El articulo 25 de la Convención Americana consagra el principio de efectividad de los recursos judiciales para la protección de los derechos humanos, "[s]es un este principio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma […]. En ese sentido […][n]o pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones
.

El Estado ecuatoriano es responsable por no haber garantizado a las victimas un recurso adecuado para la defensa de sus derechos humanos en cuatro momentos: 

(i) Cuando la policía judicial se niega a cumplir la orden de prisión domiciliaria dictada por el juez de la causa.

 (ii) Cuando el juez de la causa no hace cumplir su orden con bajo precisiones legales.
 (iii) Cuando el Alcalde de Quito niega los habeas corpus a mujeres que  están detenidas en embarazadas o de la tercera edad.

(iv) Cuando ningún agente estatal cumple las resoluciones del Tribunal Constitucional en las cuales se les da libertad a las detenidas por encontrarse en detención ilegal.

Por las consideraciones anteriores, el Estado ecuatoriano ha transgredido el derecho a la protección judicial (contenido en el articulo 25 de la CADH en relación al articulo 1.1 de la CADH) de Tania Shaecira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga.

c) Derecho [a la] integridad personal (articulo 5 de la Convención Americana de Derechos Humanos)

El artículo 5 de la CADH contiene el derecho de todas las personas a que se respete su integridad física, psíquica y moral. Las disposiciones antes citadas (artículos 171 del Código de Procedimiento Penal, 57 del Código Penal y 23 del Código de la Niñez y la Adolescencia) tienen como objetivo proteger la salud de las mujeres embarazadas, de los no natos y de las personas de tercera edad. Estas disposiciones parten del supuesto de que un Centro de Rehabilitación Social no es el lugar idóneo para el desarrollo del embarazo, ni para la estadía de personas de la tercera edad.

La falta de cumplimiento por parte de los agentes fiscales, jueces, funcionarios de la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, Municipio de Quito y Tribunal Constitucional de las normas citadas constituye una violación a la integridad física, psíquica y moral (contenido en el articulo 5 de la CADH con relación al articulo 1.1 de la CADH)  de Tania Shaecira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga y de sus hijos nacidos en cautiverio, por no protegerles en sus condiciones de especial vulnerabilidad aplicando los estándares contenidos en la legislación ecuatoriana.

d) Derecho de los niños (articulo 19 de la Convención Americana de Derechos Humanos)

El artículo 19 de la CADH consagra la protección especial a los niños, niñas y adolescentes. A pesar de que la CADH no hace referencia al régimen de protección especial para darle contenido a esta disposición los Estados deben remitirse tanto a los tratados internacionales vigentes en dicha materia como a su propia legislación interna.

El Código de la Niñez y  la Adolescencia prescribe que ninguna mujer embarazada puede ser sometida a medida o pena privativa de libertad mientras se encuentre en dicho estado y noventa días después del parto. El hecho de que esta norma se encuentre en un cuerpo legislativo significa que no es solo un derecho que el legislador creo para proteger a la madre sino también a quien esta por nacer.

En el presente caso, los hijos de Tania Shaecira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga, fueron expuestos a condiciones peligrosas para su salud al haber mantenido a sus madres en cautiverio durante su estado de embarazo y, además manteniendo a los niños en la cárcel sus primeros 90 días de vida, donde no contaban con atención medica especializada, acceso a medicinas, ni un ambiente adecuado para su adecuado desarrollo.

Por lo antes expuesto, el Estado de ecuador violo los derechos de los niños (derecho contenido en el artículo 19 de la CADH en relación con el artículo 1.1 de la CADH) de los hijos de Tania Shaecira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga.

e) Deber de los estados de adoptar medidas de orden interno para erradicar la violencia contra la mujer (articulo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer), en relación con el derecho de la mujer a que se respete su integridad física, psíquica y moral (articulo 4(b) de la  Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer)

El artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, contiene las obligaciones inmediatas que deben cumplir los Estados para la prevención, sanción y erradicación de la Violencia contra la Mujer. 

El Estado ecuatoriano reconoce que los hechos materia del presente procedimiento, es decir, el hecho de que mujeres embarazadas mantenidas en Centros de Rehabilitación y que los funcionarios de la Fiscalía, Jueces, Alcaldes de Quito y Tribunal Constitucional no respeten la ley y detengan estas detenciones ilegales, constituyen violencia en contra de la mujer dado que generan daño físico, psíquico y moral por una condición de la mujer.

Las personas privadas de la libertad son un grupo vulnerable que debe contar con la protección prioritaria del Estado, dicha protección incluye el reconocer las particularidades especiales de la población carcelaria. En cuanto las mujeres privadas de su libertad, el Estado tiene la obligación de aplicar el derecho penal y la rehabilitación social reconociendo las necesidades específicas de este grupo humano. Si la inacción del Estado en este campo provoca sufrimiento físico, mental o moral a una mujer detenida, el Estado será responsable por generar violencia estructural en contra de las mujeres detenidas.

Por otro lado, la inacción de la Policía Nacional, la Fiscalía, los Jueces Penales, El Alcalde de Quito y el Tribunal Constitucional, para garantizar el derecho de las mujeres embarazadas y de la tercera edad a la prisión domiciliaria, constituye violación al derecho al acceso a la justicia y a la protección efectiva que debe brindar el Estado a las mujeres detenidas para protegerlas de la violación estructural.

Por lo antes expuesto el Estado ecuatoriano violo la obligación de tomar medidas en el orden interno para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (contenida en el artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer) con relación al derecho de la mujer a que se respete su integridad física, psíquica y moral (contenida en el articulo 4(b) de la  Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer) en perjuicio de Tania Shaecira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones, Martha Cecilia Cadena y  Nancy Quiroga.

V

MEDIDAS DE REPARACIÓN PECUNIARIAS

El Estado deberá establecer una indemnización de veinte mil dólares americanos (20.000USD) a favor de cada una de las victimas del caso (5) y quince mil dólares (15.000 USD) americanos para cada menor de edad (4). El pago que el Estado ecuatoriano realice no esta sujeto a impuestos actualmente existentes o que puedan decretarse en el futuro. El pago se realizara a nombre de cada una de las victimas, en caso de que una de las victimas no aparezca se realizara una publicación en un diario a nivel nacional, si después de un ano dicha victima no apareciere se revertirá al Estado. Las victimas recibirán las indemnizaciones correspondientes a sus hijos e hijas como sus representantes legales para su administración de acuerdo a las normas del Código Civil. Las indemnizaciones no serán consideradas dentro de los bienes de la sociedad conyugal de existir este vínculo jurídico en alguno de los casos.

El Estado pagara, en equidad, un valor de dos mil cuatrocientos dólares por cada uno de los cinco casos llevados ante la CIDH, esto es doce mil dólares americanos (12.000USD) por concepto de costas procesales a nivel del proceso interno internacional, a favor de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos -INREDH- que ha patrocinado todas las causas. El pago que el Estado ecuatoriano realice no esta sujeto a impuestos actualmente existentes o que puedan decretarse en el futuro. El pago se realizara a nombre de Fundación INREDH.

TOTAL MEDIDAS DE REPARACIÓN PECUNIARIA: USD. 172.000.00

VI

MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS

El Estado publicara el presente acuerdo amistoso en el registro oficial del Ecuador.

El Estado deberá garantizar atención médica inmediata a Martha Cadena debido a su estado de salud y edad avanzada y, además, considerando que es una persona de la tercera edad, se deberá trasladarla a una casa de prisión o prisión correccional, como lo establece el artículo 57 del Código Penal
.

A más de las medidas de reparación especificas, solicitamos que el Estado ecuatoriano garantice la no repetición de las acciones de discriminación de que son objeto las mujeres embarazadas privadas de libertad y las mujeres de la tercera edad o discapacitadas; para lo cual el Ministro de Justicia y Derechos Humanos coordinara e informara a la Procuraduría General del Estado, la realización de las siguientes actividades:

Capacitación a los funcionarios de la Policía Nacional, Fiscalía, Rehabilitación Social, Tribunal Constitucional, Unidad de Hábeas Corpus de la Alcaldía, Función Judicial y demás operadores de justicia que corresponda.

El Ministerio de Justicia en coordinación con INREDH  realizaran una serie de talleres de capacitación con los/as funcionarios de las instituciones mencionadas, para darles a conocer  la problemática de la exigibilidad de los derechos humanos de las mujeres en general, y de las mujeres embarazadas, de la tercera edad y niños/as en particular; la responsabilidad internacional del Estado por las violaciones que se cometan en contra de estos grupos de atención prioritaria, ya sean por la denegación de justicia o por las condiciones de vida en que se encuentran y el derecho de repetición; los derechos y las responsabilidades estatales en relación al tratamiento mínimo de los presos en base a Estándares Internacionales; todo enfocado desde una visión de genero acorde al principio de igualdad y no discriminación. Los talleres se realizaran a costas del Estado.

Con cada institución se hará un énfasis especial en función de su rol en la exigibilidad de los derechos de las mujeres embarazadas y de la tercera edad, así, para la Policía Nacional se insistirá en la obligación de cumplir las resoluciones judiciales de arresto domiciliario; para la Función Judicial se insistirá en la obligación de ordenar el arresto domiciliario en los casos de embarazo debidamente comprobado; para la Fiscalía, la obligación de no mantener a las mujeres embarazadas en los calabozos; para el Sistema de Rehabilitación Social, la obligación de dotar de las condiciones de vida dignas para proteger la integridad de las mujeres embarazadas y de l;a tercera edad; y, finalmente, para el Tribunal Constitucional y para la Unidad de Habeas Corpus del Municipio, la obligación de ordenar el cumplimiento del arresto domiciliario. Esta medida se ejecutara en el término de un ano a partir de la firma del presente acuerdo.

Dotación de personal e insumos para el cumplimiento de la garantía del Arresto Domiciliario.

A fin de hacer efectivas los derechos y garantías que tienen las mujeres en estado de embarazo y las personas de la tercera edad , para que puedan gozar del derecho al arresto domiciliario, el Ministerio de Gobierno gestionara a través del Ministerio de Economía y dentro del contexto de la Emergencia Carcelaria decretada por la Presidencia de la Republica, el envío de recursos para que exista personal de la Policía Nacional disponible para hacer efectivo el arresto domiciliario, y que dicho personal cuente con los medios de transporte y alimentación dotados por el Estado, para que las mujeres de escasos recursos también puedan acceder a esta garantía sin que les sean solicitados recursos económicos.
Creación de una casa de prisión o prisión correccional

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en coordinación con la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, el Ministerio de Inclusión Social (Dirección de Gerontología), el Ministerio de Coordinador de Seguridad Interna y Externa y el CONSEP, la creación de una casa de prisión para las personas de la tercera edad y de centros especializados para establecer una reclusión  diferenciada entre las distintas internas, condenadas y no condenadas. Para ello, se intentara gestionar el respectivo inmueble de aquellos que han sido confiscados por el CONSEP.

De no ser posible la asignación de un inmueble por parte del CONSEP; se coordinara con el Ministerio de Inclusión Social (Dirección de Gerontología) para la asignación de uno de sus terrenos a fin de crear la requerida casa de prisión. Actualmente, ya se están realizando las gestiones necesarias para la creación de una Casa de Prisión para Adultos Mayores (Varones) en Quevedo. Existen al menos 2000 adultos mayores en las cárceles de Ecuador, de ellas 8 son mujeres de la tercera edad, que están en la Cárcel de Mujeres de Quito.

Dotación de Material a [las] Guarderías existentes en los Centros de Rehabilitación del País y creación de guarderías en los centros que ya existan.

Conjuntamente el Ministerio de Inclusión Social (Dirección de Protección de Menores), Ministerio de Justicia, INNFA y organizaciones buscaran crear guarderías especializadas en todos los Centros de Detención del País o dotar de material e infraestructura a las que ya existan, para garantizar la educación, salud, bienestar y condiciones de vida digna a todos los niños y niñas del país que vivan con sus madres en la cárcel.

Dichas guarderías deberían tener el material necesario para el cuidado y desarrollo de los niños/as y tendrá personal especializado (parvularias, sicólogas educativas) para su cuidado.

Creación de un programa especial de atención medica a las mujeres embarazadas, sus hijos/as y las personas de la tercera edad.

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en coordinación con la Dirección General del Ministerio de Salud, el Ministerio de Inclusión Social y la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, auspiciara la creación de un programa de atención médica especializada para mujeres embarazadas, sus hijos/as y personas de la tercera edad. Para ello, el Ministerio de Salud asignara pediatras y demás médicos especializados en el tratamiento de niños/as, ginecólogos, sicólogos y/0 psiquiatras para atender las necesidades de la población penitenciaria en el marco de una visión integral de salud física y sicológica.

VII

DERECHO A LA VERDAD DE LOS FAMILIARES DE LA VICTIMA Y DERECHO DE REPETICIÓN EN CONTRA DE LOS RESPONSABLES

El Estado ecuatoriano realizara sus mejores esfuerzos para el enjuiciamiento tanto civil como penal de las personas que participaron en el acto violatorio por el cual se imputa la responsabilidad internacional del Estado.

La Procuraduría General del Estado y la Subsecretaria de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia presentaron denuncias ala Comandancia General de la Policía, al Consejo Nacional de la Judicatura y a la Fiscalía General del Estado, en búsqueda de sanciones a los responsables de la inejecución del arresto domiciliario, para lo cual se iniciaran los respectivos procesos de investigación de los funcionarios de la policía, judiciales que ordenaron el arresto domiciliario. Las instituciones mencionadas se comprometen a dar eficaz seguimiento a las denuncias presentadas.

La Procuraduría General del Estado iniciara procesos administrativos y civiles para ejercitar el derecho del Estado de repetición en contra de los funcionarios que comprometieron la responsabilidad internacional del Estado en el presente caso. Este derecho lo ejercerá conforme al artículo 11 de la Constitución Política.

VIII

FUNDAMENTO JURÍDICO

La indemnización compensatoria que concede el Estado ecuatoriano al representante de la victima se encuentra prevista en el articulo 11, literal 9 de la Constitución de la Republica del Ecuador, por violaciones a las normas constitucionales y demás normas internas, así como los derechos protegidos por la Convención Americana y la Convención Belém do Pará.

Este arreglo amistoso se suscribe fundado en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana y con fundamento en que el mas alto deber del Estado es respetar y hacer respetar los derechos humanos, de acuerdo a los artículos 3 (1) y 11 (9) de la Constitución de la Republica del Ecuador.

IX

INFORMACIÓN

El Estado ecuatoriano, a través de la Procuraduría General del Estado, informara periódicamente a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, este cuerdo de solución amistosa para su publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de la Convención Americana sobre  Derechos Humanos y 41.5 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

X

NOTIFICACIÓN Y HOMOLOGACIÓN

El licenciado Luis Ángel Saavedra, Presidente de la Fundación INREDH, autoriza expresamente al procurador General del Estado para que este ponga en conocimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el presente Acuerdo de Solución Amistosa, con el objeto de que este organismo homologue y ratifique en todas sus partes.

XI

ACEPTACIÓN


Las partes que intervienen en la suscripción de este acuerdo expresan libre y voluntariamente su conformidad y aceptación con el contenido de las cláusulas precedentes, dejando expresa constancia que de esta manera ponen termino a cualquier controversia presente o futura en que se pretenda imputar al Estado ecuatoriano por los hechos que motivaron esta petición.

XII

DOCUMENTOS HABILITANTES

Se incorporan al presente acuerdo de solución amistosa, como documentos habilitantes, los siguientes:

· Copias certificadas del Nombramiento y Acta de Posesión del señor Procurador General del Estado, Subrogante.

· Copia certificada del nombramiento del licenciado Luis Ángel Saavedra como Presidente del  INREDH.

· Copia del Poder Especial otorgado por las victimas a la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos INREDH.

· Copias certificadas de las partidas de nacimiento de los hijos de las victimas.

Para constancia de aceptación y conformidad, firman las partes, en la ciudad de San Francisco de Quito, a los dieciocho días del mes de diciembre de dos mil ocho.

IV. DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

35.
La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48.1.f y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución de la controversia, que puede ser utilizado por ambas partes.

36.
La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso y valora altamente los esfuerzos desplegados por ambas partes para alcanzar esta solución que resulta compatible con el objeto y fin de la Convención.

37.
El 18 de febrero de 2013, la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH), solicitó a la Comisión emitir un informe de homologación del acuerdo de solución amistosa suscrito el 18 de diciembre de 2008. De conformidad a la información aportada por las partes, en relación al cumplimiento de los puntos del acuerdo, la CIDH observa lo siguiente:

Medidas de reparación pecuniarias: las partes indican que el Estado realizó el pago de la indemnización correspondiente a veinte mil dólares (USD $20.000) a favor de cada una de las víctimas directas del caso. Es de indicar que en la información recibida del peticionario y el Estado, no se hace referencia al compromiso del Estado de pagar por concepto de indemnización quince mil dólares (USD $15.000) por cada hijo menor de edad. La Comisión continuará la supervisión del compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
Medidas de reparación no pecuniarias:

· Publicación del acuerdo de solución amistosa en el registro oficial: el acuerdo de solución amistosa fue publicado en el Registro Oficial N° 635, del 16 de julio de 2009. La Comisión da este punto por cumplido.
· Atención médica inmediata a Martha Cadena y traslado a una casa de prisión o prisión correccional: el peticionario indica que la señora Martha Cadena no ha recibido de forma oportuna y periódica el tratamiento correspondiente a su enfermedad. Por otra parte, el Estado señala que la señora Martha Cadena recibió atención médica durante toda su permanencia en el Centro de Rehabilitación Social, de conformidad a las necesidades y protocolos existentes para las adultas mayores. Asimismo indica que tienen el compromiso de identificar el domicilio actual de la señora Martha Cadena para brindarle la atención médica que requiera. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
· Que el Estado garantice la no repetición de las acciones de discriminación de que son objeto las mujeres embarazadas privadas de libertad y las mujeres de la tercera edad o discapacitadas:  el peticionario indica que durante los años 2011 y 2012, el INREDH presentó cinco acciones de hábeas corpus a favor de mujeres embarazadas que se encontraban privadas de libertad. Asimismo, señalan que, de conformidad a los registros del Centro de Rehabilitación de Mujeres de Quito (CHRM) hasta el mes de octubre de 2012 se encontraban detenidas ocho mujeres en estado de gestación, sin contar con una atención debida y sin cumplir con el arresto domiciliario como medida de sustitución.  El Estado no suministra información sobre este compromiso. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
· Capacitación a los funcionarios de la Policía Nacional, Fiscalía, Rehabilitación Social, Tribunal Constitucional, Unidad de Habeas Corpus de la Alcaldía, Función Judicial y demás operadores de justicia que corresponda: el peticionario indica que el Estado  no ha informado sobre el contenido de las capacitaciones que se han realizado hasta el momento. En este sentido, señala que estas deben estar enmarcadas en los principios de derechos humanos de las mujeres, y en particular, las mujeres embarazadas, de la tercera edad y los niños. Asimismo, señala que solo se ha efectuado la capacitación al cuerpo del Sistema Penitenciario y Funcionarios de la Salud. 
El Estado informa que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos suscribió un convenio con el Instituto de Altos Estudios Nacional y la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos con la finalidad de construir un módulo básico de capacitación en derechos humanos y género para servidoras/es públicos. Para tales fines realizó la contratación de una consultoría que se encuentra en fase final de aprobación y edición. Asimismo, indica que en la Escuela Politécnica del Ejército se ejecutará un proceso formación inicial que contiene la capacitación de aspirantes al Cuerpo de Seguridad y Vigilancia del Sistema de Rehabilitación Social en conocimientos técnicos, científicos y metodológicos de seguridad en el ejercicio de los derechos humanos. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en   su totalidad.

· Dotación de personal e insumos para el cumplimiento de la garantía del arresto domiciliario: el peticionario indica que el Estado no le ha dado cumplimiento a la medida. El Estado no suministra información al respecto. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
· Creación de una casa de prisión o prisión correccional: el peticionario indica que no se le ha dado cumplimiento a la medida porque dentro del Plan de Infraestructura del Sistema de Rehabilitación Social, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos únicamente ha previsto la creación de más Centros de Rehabilitación en algunos puntos del país, en los que tampoco se incluye un enfoque de derechos humanos.
El Estado indica que se ha diseñado un Nuevo de Modelo de Gestión Penitenciaria que deberá implementarse en todos los Centros de Rehabilitación del país y que establece atención diferenciada a los grupos de atención prioritaria establecidos en la Constitución, entre los cuales se encuentran las adultas mayores y mujeres embarazadas. Al respecto indica que se están construyendo  nuevos Centros de Rehabilitación Social en los que se dispondrá del espacio físico necesarios para realizar esta diferenciación. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
· Dotación de material a las guarderías existentes en los Centros de Rehabilitación del país y creación de guarderías en los centros que ya existan: el peticionario señala que tiene conocimiento de que algunos Centros de Rehabilitación Social de Mujeres cuentan con guarderías, sin embargo, no cuenta con un informe del Estado sobre las condiciones de funcionamiento de dichos centros.
El Estado informa que el nuevo Modelo de Gestión Penitenciaria contempla atención específica para los niños y mujeres embarazadas que se encuentren al interior de los Centros de Rehabilitación Social (CRS). Al respecto, indica que en los CRS regionales se ha previsto la construcción de guarderías, implementación de duchas al interior de las celdas destinadas para madres, área médica en el pabellón de mujeres con consultorio ginecológico debidamente equipado, atención psicológica y trabajo social. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
· Creación de un programa especial de atención médica a las mujeres embarazadas, sus hijos/as y las personas de la tercera edad: el peticionario indica que no se le ha dado cumplimiento a la medida porque dentro del sistema de rehabilitación social,  el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos no prevé un programa de atención prioritaria para mujeres embarazadas, niños y personas de la tercera edad. 
El Estado informa que, de acuerdo a un Informe Técnico  de la Dirección Médica del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, los Centros de Rehabilitación Social femeninos cumplen con los protocolos de salud del Ministerio de Salud Pública. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.

· La Procuraduría General del Estado  y la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia presentarán denuncias a la Comandancia General de la Policía, al Consejo Nacional de la Judicatura y a la Fiscalía General del Estado, en búsqueda de sanciones a los responsables de la inejecución del arresto domiciliario, para lo cual se iniciarán los respectivos procesos de investigación de los funcionarios de la policía, judiciales y otros que hayan desacatado o no hayan ejecutado las resoluciones judiciales que ordenaron el arresto domiciliario:  el peticionario señala que este compromiso se encuentra pendiente de cumplimiento. El Estado indica que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Culto, remitió un oficio al Consejo Nacional de la Judicatura de Transición y a la Fiscalía General del Estado, requiriendo que se analicen las mejores vías para el ejercicio del derecho de repetición del Estado ecuatoriano. La Comisión continuará la supervisión de este compromiso hasta que se encuentre cumplido en su totalidad.
V. CONCLUSIONES

38.
Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro de una solución amistosa en el presente caso, fundada en el respeto a los derechos humanos, y compatible con el objeto y fin de la Convención Americana.  Al respecto, la Comisión observa que, el Estado ha dado cumplimiento al pago de la indemnización a favor de cada una de las víctimas directas del caso y a la publicación del acuerdo de solución amistosa en el Registro Oficial.  Quedarían pendientes de cumplimiento, el pago de la indemnización a los hijos menores de edad de las víctimas y las medidas no pecuniarias; así como el pago de doce mil dólares americanos (12.000USD) por concepto de costas a favor de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos -INREDH- por el patrocinio de todas las causas. 
39.
En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
DECIDE:
1.
Aprobar los términos del acuerdo suscrito por las partes el 18 de diciembre de 2008. 

2.
Continuar con la supervisión de los compromisos pendientes de cumplimiento por parte del Estado de Ecuador. Con tal finalidad, recordar a las partes su compromiso de informar periódicamente a la CIDH sobre su cumplimiento.
3.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Según la información que obra en el expediente, hasta el año 2007 Tania Shasira Cerón Paredes, Karina Montenegro, Leonor Briones y  Nancy Quiroga continuaban detenidas sin que se hubiera hecho efectivo el beneficio de detención domiciliaria a pesar de existir ordenes judiciales a su favor.


� Martha C. Cadena salió libre al cumplir los derechos de pre-libertad el año 2007.


� Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr.24.


� El Art. 57 del Código Penal establece que: "No se impondrá pena de reclusión al mayor de sesenta y cinco años. El que en tal edad cometiere un delito reprimido con reclusión, cumplirá el tiempo de la condena en un establecimiento destinado a prisión correccional. Si hallándose ya en reclusión cumpliere sesenta y cinco años, pasará a cumplir su condena en una casa de prisión, conforme al inciso anterior. Lo mismo podrán resolver los jueces respecto de las personas débiles o enfermas". 
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